LEGISLATURA DEL CONGRESO
DICTAMEN DE   

INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. ENRIQUE ALVAREZ DEL CASTILLO- GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA: 13 DE NOVIEMBRE DE 1987  

DECRETO: 12943

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:


A la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, que es a cargo de los subscritos, le fue turnada por acuerdo de la Asamblea, Iniciativa  enviada por el Ejecutivo de la Entidad, mediante la cual propone reformas y adiciones a los artículos 34, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46 y 58 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Jalisco, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 16, fracción II, de la  propia Constitución

En su Iniciativa el C. Gobernador expresa variados razonamientos que fundamentan su propuesta, algunos de los cuales transcribimos para conocimiento de la Asamblea:



“En nuestro  sistema constitucional, tanto federal cuanto local, la jurisdicción, como función del Estado, se encuentra organizada para proteger al derecho, para evitar la anarquía social que se produciría si cada quien se hiciera justicia por su propia mano; en una palabra, para mantener el orden jurídico, de ahí la importancia trascendente de la función que desempeña el Poder Judicial del Estado cuyos objetivos o fines medulares son: interpretar y aplicar la ley en cada caso concreto y servir de fuerza equilibradora entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo”. 


“Al hablar de la división de poderes, de la concurrencia, de la colaboración legal y respetuosa ente los mismos, para llevar a cabo los altos fines que la nación se trazó desde sus primeros, nuestra convicción en  que esa colaboración armoniosa y respetuosa es piedra clave del edificio de la convivencia mexicana; presta vigor y sentido al andamiaje jurídico que lo sostiene y además expresa, porque así lo desea, porque así está mandado no solo en nuestras leyes, sino en nuestra conciencia, la decisión inquebrantable de los mexicanos de realizarse  en la paz y de convivir en la seguridad jurídica”.


“El Poder Judicial es independiente por mandato de la constitución y de las leyes; pero su actividad siempre se encuentra vinculada, interpenetrada con la de los poderes legislativo y ejecutivo porque los tres operan sobre un mismo cuerpo político y social”.


“El Poder Judicial del Estado es responsable de la impartición de Justicia, con estricto apego de la Ley, haciendo caso omiso de factores ajenos de cualquier índole u origen que pretenda alterar la majestad de la justicia”.


El empeño por lograr una impartición de justicia pronta, completa e imparcial se ha traducido en importantes acciones emprendidas por el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, con el objeto de agilizar los trámites y abatir los rezagos en los asuntos judiciales”.


“El Ejecutivo a mi cargo, con respeto absoluto a la división de poderes, ha proporcionado los apoyos necesarios al expresado Poder, a fin de que pueda cumplir íntegramente su función. En ese orden de ideas, ha sido y es preocupación de mi gobierno avanzar en la impartición de Justicia y, por lo tanto, durante nuestra administración, nos hemos esforzado en reafirmar la independencia del Poder Judicial y la reorganización de los sistemas de ayuda legal, con el objeto de beneficiar fundamentalmente a las personas de escasos recursos económicos”.


“Es importante destacar que en beneficio de los Jaliscienses, el Supremo Tribunal de Justicia ha implementado acciones de mejoramiento en los sistemas de impartición de justicia, resaltando la creación de diversas Unidades Administrativas indispensables para darle el respaldo necesario a la administración de justicia: la visitaduría general, como fórmula dinámica para realizar, desde el punto de vista técnico, jurídico y administrativo, la inspección y el reconocimiento a las diferentes dependencias del Poder Judicial: igualmente, la creación de la oficialía de partes, que permitió la distribución  lógica y equitativa de las cargas de trabajo, sin exclusivismos entre los doce   juzgados civiles y los cuatro familiares de esta ciudad; además se elevó a rango de Departamento la oficina de Servicio Social y se creó la Dirección de Archivo, Estadística y Biblioteca; finalmente, con el  objeto de lograr la consolidación de las dependencias mencionadas hubo necesidad de dotar al Supremo Tribunal de la infraestructura administrativa adecuada, por lo que se estableció la Dirección de Administración y Recursos Humanos”.

“El 17 diecisiete de marzo de 1987 mil novecientos ochenta y siete se publicaron en el Diario Oficial de la Federación las reformas a los artículos 17, 46,  115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promovidas por el Presidente de la República Miguel de la Madrid Hurtado; éstas reformas jurídicas introdujeron avances importantes en la legislación induciendo cambios indispensables hacia el porvenir”.

“Esa Soberanía integrante del constituyente permanente, en acuerdo número 102, publicado en el periódico oficial “El Estado de Jalisco”, el 24 de marzo del año en curso, dio su voto aprobatorio a las reformas a los referidos artículos 17, 46. 115 y 116 de nuestra Carta Fundamental cuya iniciativa partió del propio Titular del Poder Ejecutivo Federal y que en esencia tiende al establecimiento de las bases constitucionales en relación a los poderes judiciales de las entidades federativas, sin menoscabo de la autonomía de los propios Estados, habida cuenta de que dicho ordenamiento legal cumple con su cometido de ser el estatuto nacional de los Estados integrantes del pacto federal y en debida congruencia a lo en él establecido”.


“A efecto de cumplir con el imperativo establecido en el artículo SEGUNDO Transitorio de la reforma constitucional en comento, y dado que Jalisco tiene una honda y vigorosa tradición en la justicia y en el estudio del derecho, se llevó a cabo el 18 de septiembre del año en  curso una consulta sobre administración de justicia, habida cuenta que la consulta popular ha sido y seguirá siendo una parte importante de nuestro estilo de gobierno y  por ello convocamos a los profesionales del derecho, a investigadores, Colegio y Barras de Abogados existentes en la entidad, a las instituciones de educación superior, a los sectores social  y privado y a la ciudadanía en general, al foro de consulta sobre dicha materia”.

“La presente iniciativa es resultado de la consulta aludida y por ello sostenemos que la misma tiene sustento en las opiniones y puntos de vista expresados por la ciudadanía”.


La Comisión que suscribe, para estar en condiciones de emitir el presente dictamen, se avocó al estudio y análisis de la Iniciativa en cuestión,  juzgando necesario hacer las siguientes

C O N S I D E R A C I O N E S:

I.- Una vez más, el Estado de Jalisco, asume la posición de vanguardia nacional, en la adecuación y  actualización de sus ordenamientos legales, en beneficio del interés público y de la comunidad que son sus objetivos prioritarios. La administración de justicia ocupa un lugar importante como bastión para la búsqueda de la  tan anhelada justicia social en nuestro país. La pronta  y expedita acción, aunada a la profesionalización responsable, en la impartición de la Justicia en Jalisco,  exigen estas reformas a nuestra mas alta Legislación Estatal, con un propósito bien definido en pro de los  intereses de la sociedad.


II.- Se propone reformar el contenido del artículo 34, que actualmente habla sobre las autoridades subalternas del Gobierno, que es un término un tanto  subjetivo por lo que se pretende aclarar a qué autoridades se refiere y el sentido respecto de la Ley que debe regular sus facultades. Además, se traslada lo referente a la Institución del Ministerio Público a este artículo, por ser organismo de la Procuraduría de Justicia que, a su vez, es Dependencia del Ejecutivo Estatal y que se contempla actualmente dentro del contenido del artículo 44 de la propia Constitución, cuyo título hace alusión al Poder Judicial.


III.- Respecto de la reforma que se  propone al  artículo 39, en su primer párrafo, con el objeto de precisar que el Poder Judicial del Estado se deposita en el Supremo Tribunal de Justicia, en los Juzgados de Primera Instancia, Menores y de Paz y en los Jurados, dándole su verdadera jerarquía e institucionalidad, ya que se  establecía que dicho depósito sería en la persona de los Jueces de las diversas instancias, lo que personalizaba estas funciones jurisdiccionales, que son propias del ejercicio y práctica institucional. Se agrega un párrafo segundo  para establecer el fundamento filosófico-jurídico de la administración de justicia, puntualizando la prohibición constitucional de que ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Se incluye un párrafo tercero para reclamar su derecho. Se incluye un párrafo tercero con el ánimo de robustecer en la práctica judicial, el principio constitucional que contiene la garantía individual de acceso de todos los ciudadanos a que se les administre justicia pronta y expedita en los diversos tribunales creados al efecto, como se desprende del artículo 17 de nuestra Carta Magna, en parte, aquí transcrito. Por último, el  párrafo cuarto, que era segundo del artículo vigente se conserva igual y el párrafo quinto, tercero del vigente, que se refieren a la función jurisdiccional en materia administrativa y laboral, cuya creación dejó constancia de la tradición jurídica de vanguardia en Jalisco, en este último tribunal, y por tratarse tanto del Supremo Tribunal de Justicia como el Tribunal de Arbitraje y Escalafón de dos Organos Jurisdiccionales del Poder Judicial y de igual jerarquía, se excluye al segundo de los tribunales mencionados, para conocer de las controversias que se presenten entre los servidores públicos pertenecientes al Poder Judicial,  con sus respectivos titulares.

IV.- La modificación propuesta al artículo 40, fracción II, se justifica con el objeto de otorgar competencia al pleno del Supremo Tribunal de Justicia para resolver los conflictos de competencia que se susciten entre las salas del propio Tribunal, así como los demás tribunales  pertenecientes al propio Poder Judicial. La adición de una fracción IX a este artículo, con el objeto de otorgar facultades al propio pleno para resolver en forma definitiva los conflictos administrativos y los que se susciten con motivo de las relaciones de trabajo, entre los tribunales pertenecientes al Poder Judicial y  sus servidores públicos, garantiza la independencia de dicho poder, que actualmente, por disponerlo la propia  Constitución en sus artículos 39 y 46 y la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, contra las resoluciones pronunciadas en materia laboral por el Pleno del Supremo Tribunal, los servidores públicos pueden impugnarlas ante el Tribunal de Arbitraje y escalafón, circunstancia esta que no es conveniente dado que por encontrarse en la esfera del Poder Judicial, corresponde al propio Supremo Tribunal el trámite y resolución de este tipo de controversias. 


V.- El artículo 41, se reforma para darle congruencia a los requisitos que establece la Constitución Política Federal, respecto de los Magistrados integrantes de los Poderes Judiciales Locales, que deben contener los mismos que para ser Ministro de la suprema Corte de Justicia de la Nación, esto es: que además de ser nativo del Estado o tener domicilio legalmente establecido en  él, debe justificarse residencia en la Entidad durante los últimos cinco años, salvo el caso de ausencia motivada por el desempeño de algún cargo en el servicio público, para que conozcan el foro en que impartirán justicia. Así  también, se propone aumentar la edad mínima para ser nombrado Magistrado pasando de treinta años a treinta y cinco y, como límite máximo, la edad de sesenta y cinco años, Las demás adecuaciones son en base a lo que  establece el artículo 95 de nuestra Carta Fundamental, y buscan que para el ejercicio de tan importantes cargos,  se elijan ciudadanos altamente calificados, responsables y profesionales en el quehacer jurisdiccional.


VI.- Por lo que respecta al artículo 42, la Iniciativa propone reformar el párrafo cuarto y derogar el quinto, sexto y séptimo; sin embargo esta Comisión, por razones de técnica jurídica, estima necesario también reformar, para adecuar, el contenido del párrafo tercero, que dispone  que los casos previstos en el párrafo que antecede, que sería el segundo, debiendo ser en el párrafo primero de este artículo. Así pues, en el párrafo cuarto, se establece aunque condicionando, para buscar los mejores elementos, la inamovilidad para los Magistrados, aspiración de quienes buscan hacer carrera judicial; actualmente se señala como duración a estos cargos seis años, a partir del primero de abril del año en que inicie un período constitucional del Ejecutivo, proponiéndose ahora, que los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia duren en su encargo cuatro años, contados a partir de la fecha en que rindan la protesta de Ley, al término de los cuales, si fueren ratificados por el Ejecutivo y aprobada dicha ratificación por este Congreso, una vez demostrada vocación, responsabilidad y capacidad para el cargo, sólo podrán ser privados de  responsabilidad y capacidad para el cargo, sólo podrán ser privados de su puesto, en los términos del Título Séptimo de esta Constitución. Se pretende hacer realidad la inamovilidad judicial, sin que el establecimiento de la misma signifique que los Magistrados se conviertan en impunes o  invulnerables, dado que la inamovilidad tiene su sustento en el hecho de que el juzgador se dedique, en forma exclusiva, al desempeño de su elevada comisión de impartir justicia, sin el temor de ser separado de su cargo por decisión unilateral o por vencimiento del término de su  ejercicio, no debe, así mismo, considerarse como privilegio, investidura vitalicia o fuero, sino como garantía de respeto por parte de los poderes Legislativo y Ejecutivo en favor del Justiciable; ya que existen ordenamientos y disposiciones legales aplicables, en caso de  incumplimiento o negligencia en el cumplimiento de sus obligaciones, que impedirán que bajo esta garantía se escuden servidores públicos ineptos e indignos. Por otro lado, y como consecuencia de esta reforma además de las reformas que se van a proponer a la Ley Orgánica del Poder  Judicial, principalmente respecto de la situación de los Jueces, se derogan los párrafos quinto, sexto y séptimo quedando vigente el octavo, que se refiere a renuncias o licencias de los propios  Magistrados, con una sola adecuación que propone esta Comisión ya que se refería a la Comisión Permanente, debiendo ser la Diputación Permanente del Congreso.

VII.- La reforma al artículo 43, se propone con el objeto de reservar todo lo relativo a los Jueces y demás integrantes del Poder Judicial del Estado, respecto de los requisitos de ingreso, formación, nombramiento y permanencia, y deberá estarse a lo que sobre el particular establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.


VIII.- En el artículo 44, cuya reforma se propone, se establecen las bases para que en la Ley Orgánica del Poder Judicial, se  garantice la independencia de los Tribunales, la de los Magistrados y Jueces en el ejercicio de sus funciones, por considerarse como un requisito indispensable de la justicia moderna. De igual forma sientan las bases de la carrera judicial al fijar que los nombramientos de los Magistrados y Jueces deberán ser hechos, de preferencia, de entre aquellas personas que presten o hubieren prestado servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia. Igualmente, aplicando el principio de igualdad de oportunidades para todos los nacionales, se da la posibilidad de que puedan prestar sus servicios en el Poder Judicial, aquellas personas que,  sin haber laborado en ese poder, lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales. Como un estímulo necesario para la mejor prestación de los servicios en el área de la administración de justicia, se precisa en un párrafo que la remuneración que perciban Magistrados y Jueces debe ser adecuada e irrenunciable y que no podrá ser disminuida durante su encargo.


IX.- La reforma que se propone al artículo 45, en sus párrafos segundo y cuarto, principalmente, es con el objeto de clarificar el contenido específico,  tanto de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que comprende sólo las normas para  su organización y funcionamiento; requisitos que deben satisfacer los Magistrados de dicho Tribunal; así como las condiciones y requisitos para ingreso y permanencia de sus servidores públicos, como la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo, que precisa los procedimientos viables y los recursos que se pueden interponer contra las resoluciones que dicte el propio Tribunal. Así como las condiciones y requisitos para ingreso y permanencia de sus servidores públicos, como la Ley del procedimiento Contencioso Administrativo, que precisa los procedimientos viables y los recursos que se pueden interponer contra las resoluciones que dicte el propio Tribunal.


X.- En el artículo 46, y para darle congruencia a la reforma que se propone al artículo 40, en que se libera al Tribunal de Arbitraje y Escalafón de conocer sobre los  conflictos que en materia laboral se susciten entre los servidores públicos del Poder Judicial y sus Titulares, se adecua estableciendo que para este  tipo de conflictos laborales, se estará a lo que disponga la Ley Orgánica respectiva y la Ley para los Servidores Públicos del Estado y sus Municipios, Además se contempla a  los servidores públicos de las empresas de participación mayoritaria tanto del Estado como de los Municipios, cuyas controversias no estaba previsto las conociera el Tribunal de Arbitraje y Escalafón.


XI.- La propuesta de reformar el artículo 58. de la Constitución Local, es con el objeto de ser congruentes con la reciente reforma al artículo 6° del propio ordenamiento constitucional, en que se modificó el concepto de “Supremo Poder del Estado” por el de “Poder Público del Estado”; ya que de acuerdo con el sistema republicano, representativo, popular y democrático imperante en el país, el poder público en México es uno solo, dividido para su ejercicio en tres poderes.


XII.- En cuanto a los artículos transitorios, que en número de cinco avalan el decreto de reformas y adiciones, además del primero que establece que este decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado; el segundo, contempla la validez y vigencia de los nombramientos que fueron expedidos para Magistrados y Jueces, hasta por el tiempo que fueron otorgados, en respeto de la  garantía constitucional de seguridad jurídica en el empleo; el tercero, precisa que aquellos nombramientos que se expidan con posterioridad a la entrada en vigor de estas reformas, se sujetarán a lo que disponga esta Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial del  Estado: el cuarto, indica que los conflicto de competencia entre los tribunales a que se refiere el artículo 39 de esta Constitución, reformado, que se encuentran ventilado en las diversas salas del Supremo Tribunal, deberán remitirse al pleno para su resolución; y el quinto, señala que los conflictos laborales que actualmente se  tramitan ante el Tribunal de Arbitraje y Escalafón, en los que formen parte servidores públicos del Poder Judicial, deberán concluirse por aquél, siguiendo el procedimiento establecido en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios.

 Por lo expuesto a ustedes, Ciudadanos Diputados, la Comisión que dictamina considera que deben aprobarse las reformas propuestas; para lo cual, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 93 y 94 de la Ley Reglamentaria del Poder Legislativo, sometemos a su elevada consideración el siguiente proyecto de 

D E C R E T O

QUE REFORMA Y MODIFICA LOS  ARTICULOS 34, 39, 40 FRACCION II,  41, 42, 43, 44, 46, 58, DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO, Y ADICIONA CON UNA FRACCION IX EL ARTICULO 40 DE LA PROPIA CONSTITUCION. 
